Informe Nacional de Canadá

XIX Congreso Panamericano del Niño

79º Consejo Directivo del

Instituto Interamericano del Niño

Ciudad de México, del 25 al 29 de octubre de 2004

Con ocasión de la 79ª reunión del Consejo Directivo del Instituto Interamericano del Niño, se ha solicitado a los treinta y cuatro países miembro de la Organización de los Estados Americanos (OEA) que respondan a las seis preguntas siguientes:

1. ¿De qué mecanismos se dispone para garantizar a los padres o representantes legales la asistencia necesaria a los efectos de la protección de los derechos consagrados en la Convención sobre los Derechos del Niño? 

2. ¿De qué modelos de intervención, mediación y resistencia se dispone para proteger los derechos del niño cuando éstos se violan en el ámbito familiar? 

3. ¿Cuáles son los diversos tipos de familias del país (teniendo en cuenta las diferentes etnias y culturas)? ¿Qué trabajos sobre los derechos del niño se están haciendo basados en esta tipología? 

4. Análisis de la relación entre la normativa jurídica vigente prevista en derecho de familia y la doctrina de la protección integral. 

5. ¿Cómo ha sido la evolución de la violencia intrafamiliar en el país y qué magnitud tiene la misma actualmente? De no disponer de datos estadísticos, se sugiere utilizar información indirecta para establecer dicha magnitud.

6. ¿Cuál es el marco reglamentario en vigor para regular el funcionamiento de los medios de comunicación cuando están en cuestión los derechos del niño (imágenes de niños presuntamente infractores, código ético para comunicadores sociales, etc.)?

Canadá tiene el placer de presentar seguidamente las respuestas solicitadas.

1. ¿De qué mecanismos se dispone para garantizar a los padres o representantes legales la asistencia necesaria a los efectos de la protección de los derechos consagrados en la Convención sobre los Derechos del Niño? 

El Gobierno de Canadá facilita información a los padres, representantes legales, profesores y niños relativa a la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) mediante diverso material docente desarrollado en torno a la CDN, que además difunde al público en general cuando se lo solicita.  Los departamentos del Gobierno federal canadiense trabajan en cooperación a través de comités interdepartamentales para garantizar que las actividades de investigación, de elaboración de políticas y de promoción sean complementarias y que la información sobre  los derechos consagrados en la CDN se presente en todo Canadá por medio de campañas nacionales, actividades y Días (tales como el 20 de noviembre, Día Nacional del Niño).  Además, las Provincias y los Territorios han incluido la disciplina de derechos humanos en los programas de estudios de ciencias sociales, tomando generalmente como base la Carta Canadiense de Derechos y Libertades (la Carta) y también, en cierta medida, la CDN.
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El Gobierno también ha apoyado proyectos para proporcionar recursos y talleres sobre los derechos de los niños a individuos cuyo trabajo está relacionado con éstos y que, después, pueden facilitar asistencia conexa a los padres y representantes legales de manera directa.  Entre ellos pueden citarse a miembros del poder judicial, funcionarios gubernamentales, responsables de políticas públicas, miembros de organizaciones no gubernamentales dedicadas a temas relacionados con la infancia y la juventud, profesionales del sistema de asistencia sanitaria, profesores de escuelas de enseñanza primaria y secundaria, y trabajadores del sistema educativo de la primera infancia.  

En el seguimiento de la Sesión Especial de las Naciones Unidas sobre la Infancia, el Gobierno de Canadá se aseguró de que el Plan de Acción Nacional del país se basara en la Convención.  Canadá sigue buscando otras vías para que los padres y los jóvenes conozcan mejor la CDN y agradecería cualquier idea en ese sentido de los Estados miembro.

En lo que se refiere a la asistencia judicial, el Gobierno de Canadá tiene en general la opinión de que el acceso equitativo a la justicia, mediante programas tales como el de la defensa letrada, es un componente esencial de un sistema judicial eficaz.  Respecto a los asuntos de delincuencia juvenil y a los derechos correspondientes que pueden invocarse en virtud de la CDN, la responsabilidad de proveer la asistencia judicial, comprendiendo la facilitada en los procedimientos judiciales derivados de la Ley sobre el Sistema de Justicia Penal para Adolescentes (LSJPA), está dividida entre el Gobierno federal, mediante su autoridad constitucional en las cuestiones de derecho penal y su apoyo a la obtención de representación legal en materia penal en aplicación de lo establecido en la Carta, y los ámbitos gubernamentales provincial y territorial, en virtud de su autoridad constitucional para la administración de la justicia.  El Gobierno de Canadá participa en programas de asistencia judicial penal y civil destinados a los adolescentes, a través de acuerdos con las Provincias y los Territorios.

Servicios de asistencia judicial en el sistema de justicia penal para adolescentes

El Gobierno de Canadá contribuye a sufragar los costos de la defensa letrada penal mediante acuerdos con las Provincias y los Territorios.  Los acuerdos de provisión de asistencia judicial establecidos con los otros ámbitos de gobierno exigen dar prioridad a la cobertura de procedimientos judiciales en los que esté implicado un adolescente y que se relacionen con un delito grave contra una ley o un reglamento aprobados por el Parlamento, incluyendo las apelaciones interpuestas por el ministerio público.  Asimismo, en la justicia penal para adolescentes se facilita defensa letrada cuando existe un conflicto entre los intereses de un adolescente admisible y los de la persona obligada legalmente a asumir los gastos de su defensa letrada y, además, el adolescente es incapaz de costearse los servicios de un abogado.
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Un componente clave de la renovación de la asistencia judicial ha sido la creación de un fondo de inversión, con el objetivo de elaborar e implementar enfoques innovadores para la provisión de servicios de defensa letrada penal.  Gracias al aumento de la financiación de la asistencia judicial, se dedican 19 millones de dólares al año a facilitar servicios innovadores. Aunque algunos de estos servicios están orientados a ayudar a todos aquellos que participan en el sistema judicial, unos 3 millones de dólares al año se invierten directamente en los jóvenes, tal y como se indica seguidamente:

	Ámbito de gobierno
	Denominación
	Descripción

	Alberta  
	Mejoras en la Oficina de Defensa Penal para Adolescentes
	Incremento de la plantilla de la Oficina con un abogado más para representar a los jóvenes acusados y un asistente social a media jornada para apoyarles.  Realización de dictámenes periciales sicológicos para los jóvenes acusados.

	Manitoba
	Mejora de los servicios de abogado de oficio
	Aumento de los servicios a los jóvenes. 

	Ontario  
	Diversificación de los servicios
	Establecimiento de 3 oficinas de derecho penal en grandes centros, con objeto de desarrollar, entre otros, conocimientos especializados en materia de justicia penal para adolescentes.

	Quebec
	Mejora de los servicios
	Mejora de los servicios de asistencia judicial penal a los pueblos indígenas en asuntos relacionados con la LSJPA.

Formación e información para abogados sobre la asistencia judicial y la LSJPA

	Nueva Escocia 

	Mejora de los servicios
	Mejora del acceso a los servicios de defensa letrada para jóvenes, mediante la contratación de 5 asistentes sociales juveniles, y mejora de la asistencia de abogado de oficio.
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Servicios de asistencia judicial civil para adolescentes
La asistencia judicial civil es responsabilidad de las Provincias canadienses, como parte de sus competencias en la administración de la justicia, de la propiedad y de los derechos civiles. Además de las contribuciones directas a los Territorios mediante los Acuerdos sobre Acceso a la Justicia, las contribuciones federales a los costos de asistencia judicial civil se realizan a través de la Transferencia Social Canadiense.  Este tipo de transferencia permite que los diferentes ámbitos de gobierno establezcan sus propias prioridades de gasto.

La investigación efectuada en el periodo anterior a la implementación de la iniciativa de asistencia judicial contribuyó a la realización de otras investigaciones mediante proyectos piloto en los campos del derecho de familia, de inmigración y de refugiados.  Aunque algunas iniciativas tienden a beneficiar a todos los que participan en el sistema judicial, los proyectos piloto que se indican seguidamente son inversiones en la provisión de servicios de asistencia judicial, con un enfoque particular dirigido a la juventud:

1. El Proyecto de Técnicas Jurídicas para los Servicios del Derecho de Refugiados de Manitoba asiste a los solicitantes del estatuto de refugiado.  Sin embargo, los datos existentes indican que esto incluye también facilitar servicios a menores no acompañados.

2. El Proyecto Ampliado sobre el Abogado de Oficio en Asuntos de Protección a la Infancia de Manitoba asiste a las familias en conflicto con los organismos de protección a la infancia, con el objetivo de facilitar servicios de rehabilitación adecuados o conseguir la devolución rápida de los niños a sus familias.

Servicios ofrecidos por voluntarios
En lo que se refiere a la protección de los derechos de los niños, uno de los trabajos más innovadores de la abogacía canadiense es la provisión de servicios jurídicos por parte de profesionales voluntarios.  Un ejemplo concreto de esta tendencia creciente a facilitar una defensa profesional adecuada en materia de derechos de los niños puede verse en el Proyecto de Defensa de la Infancia (CAP, en sus siglas en inglés) de la organización Pro Bono Law Ontario.  Estos servicios, que no están cubiertos por la asistencia judicial de Ontario, se facilitan en los siguientes asuntos: 

ADVANCE \d4
Representación de jóvenes en casos relacionados con la educación.

ADVANCE \d4
Representación de niños en audiencias especiales relacionadas con la educación.

ADVANCE \d4
Defensa de derechos e intereses y mediación ante los distritos escolares en asuntos de educación especial y de asistencia a la escuela.

ADVANCE \d4
Representación de los niños en audiencias disciplinarias y apelaciones en el ámbito escolar.

ADVANCE \d4
Sesiones de orientación sobre la justicia para niños y jóvenes con casos tipo y procedimientos en apelación.

ADVANCE \d4
Cartas de consejo y opinión.
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El CAP es el resultado de una asociación entre Justice for Children and Youth y The Advocates' Society.  A través del proyecto, los abogados interesados pueden recibir formación en cuestiones importantes de la Ley de Educación, entre ellas sobre el proceso de apelaciones del Comité de Identificación, de Colocación y de Revisión.

2. ¿De qué modelos de intervención, mediación y resistencia se dispone para proteger los derechos del niño cuando éstos se violan en el ámbito familiar? 
Canadá es un Estado federal cuya competencia legislativa está dividida entre el Parlamento nacional y los Parlamentos provinciales y territoriales.

La competencia legislativa principal del Parlamento en relación con la protección de los niños es su facultad en materia de derecho penal.  Según esta facultad, el Parlamento puede proteger los derechos de los niños en el ámbito familiar mediante la interdicción de fines claramente criminales, como por ejemplo, prohibiendo y castigando la violencia contra los niños.  La violencia contra los niños, y contra otros, está tratada principalmente en las disposiciones del Código Penal de Canadá, que es una ley federal que presenta los elementos sustantivos de las infracciones penales.  El Código Penal también señala las penas que pueden imponerse a los adultos convictos de infracciones penales.  La Ley sobre el Sistema de Justicia Penal para Adolescentes (LSJPA) depende de los elementos sustantivos del delito que establece el Código Penal, pero proporciona un sistema separado para los delincuentes con edades comprendidas entre los 12 y los 18 años, en el que se incluye también la imposición de las penas aplicables a los adolescentes.

Aunque los actos violentos contra los niños entran dentro del ámbito de las infracciones penales generales, hay una serie de delitos específicos contra la infancia en el Código Penal, entre ellos, los relacionados con la pornografía infantil y la explotación sexual de los niños. Otros ejemplos de delitos contra los niños son el incumplimiento, por parte del padre o de la madre, o de los adoptivos, o del tutor o cabeza de familia, del deber de satisfacer las necesidades de la vida a un niño menor de 16 años.  Este delito se castiga actualmente con hasta dos años de cárcel.  También es delito abandonar o exponer a un niño menor de 10 años a una situación en la que su vida esté en peligro, o su salud resulte o es probable que resulte afectada permanentemente.  Este delito también es punible con hasta dos años de cárcel.  Más recientemente, el Gobierno de Canadá propuso legislación suplementaria para proteger más a los niños y a otras personas vulnerables de la explotación sexual, la violencia, los malos tratos y la negligencia, aumentando asimismo las sentencias máximas para los delitos contra la infancia.

Además de asegurarse de que el derecho penal federal prohíbe adecuadamente todo tipo de violencia contra los niños en cualquier parte de Canadá, el Gobierno trata el tema de la violencia contra los niños, comprendiendo la protección contra los malos tratos y la explotación sexual, utilizando un enfoque concertado.  La policía federal ha preparado una serie de herramientas para controlar el cumplimiento de la ley y diversas estrategias para tratar el problema de la explotación de los niños.  Asimismo, reconociendo que la legislación y 

.../6

-6-

la aplicación de la ley solas no son la solución, se ponen en marcha programas e iniciativas para estimular la movilización de comunidades y organizaciones no gubernamentales que trabajan para proteger a los niños y jóvenes de la explotación.

La responsabilidad y la competencia legislativa relativas a los derechos de los niños en el sistema judicial del derecho de familia también están divididas entre el Gobierno federal y los Gobiernos provinciales y territoriales, como resultado de la distribución del poder legislativo que contempla la Constitución Canadiense.  La custodia de menores, el derecho de visita y la pensión por alimentos para menores son áreas de competencia constitucional compartida, ya que el Parlamento federal tiene competencia sobre dichas materias en función del poder federal sobre el matrimonio y el divorcio, y las Provincias, por su parte, son responsables en lo que se refiere a sus competencias en los campos de la propiedad y los derechos civiles.

En virtud de los poderes que ostentan sobre la propiedad y los derechos civiles, las Provincias y los Territorios son los principales responsables de la administración y aplicación de leyes para la protección de niños y jóvenes, así como de la provisión de servicios sociales y jurídicos para la infancia.  En consecuencia, los Gobiernos provinciales y territoriales tienen un papel fundamental en la protección de los derechos de los niños en el ámbito familiar.  Este tipo de competencia permite que las Provincias y los Territorios promulguen sus propios paquetes legislativos de protección de la infancia, que se aplican teniendo en cuenta el mejor interés del niño.  Cuando es procedente, cada ámbito de gobierno colabora con el otro para cumplir y mejorar las políticas y los programas relacionados con los niños.

Por otro lado, las Provincias son responsables de la administración de la justicia, lo que comprende la administración de los tribunales y la prestación de servicios de justicia de familia, y los Territorios tienen poderes delegados.  El Gobierno federal facilita financiamiento a las Provincias y los Territorios para apoyar los servicios de justicia de familia.

Las Provincias y los Territorios ofrecen una gama de servicios para padres y familias en vías de separación y divorcio, con el fin de hacer el sistema judicial de familia más accesible.  Tales servicios van desde la información básica sobre el derecho de familia, hasta la asistencia especializada para proteger a los miembros de la familia durante la separación o el divorcio.

Además, cada día se es más consciente de que a los niños les afecta a menudo el divorcio o la separación de sus padres, y por ello tienen derecho a una ayuda terapéutica que les permita expresar sus necesidades y deseos. Aunque todos los Territorios y Provincias ponen el acento en proteger los intereses de los niños respecto a la custodia y el derecho de visita, muchos van más allá implementando servicios cuyos beneficiarios son los niños.
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Para ver ejemplos de los servicios de justicia de familia que se ofrecen en Canadá, consúltese:

Federal Funding of Provincial and Territorial Child Support, Support Enforcement and Child Custody and Access Projects 1997-2001 en la página Web:

http://canada.justice.gc.ca/en/ps/sup/pub/Implementation1997_2001_files/Implementation1997_2001.html 

o bien:

An Inventory of Government-Based Services That Support the Making and Enforcement of Custody and Access Decisions, en: http://www.justice.gc.ca/en/ps/pad/reports/invent/main.htm.  

En general, las leyes provinciales y territoriales de protección de la infancia contemplan la intervención del Estado cuando los padres o los tutores legales no pueden o no quieren mantener un grado mínimo de diligencia en el cuidado de sus hijos.  La norma mínima cubría el bienestar físico del niño, pero se ha ampliado para incluir sus necesidades emocionales y sicológicas.  La consideración principal a tener en cuenta para determinar el bienestar del niño es la del "mejor interés del niño", lo cual se evalúa según la norma de prueba civil, a saber, el "equilibrio de probabilidades", diferente de la norma de prueba penal basada en el principio de "más allá de toda duda razonable".

La tabla siguiente presenta la diversa legislación provincial y territorial relacionada con la protección de la infancia.

	Legislación de protección de la infancia en Provincias y Territorios

TC \l4 "Child Protection Legislation in the Provinces and Territories

	Legislación de protección de la infancia en Provincias y Territorios
	Edad hasta la que rige la protección/ Disposiciones de ampliación de la protección
	Denuncia obligatoria y penas por no cumplir la obligación de denunciar

	Terranova y Labrador, Ley de Servicios a la Infancia, a los Jóvenes y a las Familias (CYFSA, en sus siglas en inglés)
	Edad hasta la que rige la protección – Menores de 16 años

Disposiciones de ampliación de la protección – 21 años
	Denuncia obligatoria.  El incumplimiento del deber de denuncia en casos de malos tratos a los niños o negligencia puede estar castigado con multa de hasta 10.000 $ o pena de prisión de hasta seis meses.

	Isla del Príncipe Eduardo

Ley de Protección de la Infancia, aprobada en abril de 2003, C-5.1
	Edad hasta la que rige la protección – 16 años

Disposiciones de ampliación de la protección – 18 años
	Denuncia obligatoria. Multa de hasta 2.000 $ si no se denuncia la negligencia o los malos tratos. La única excepción permitida es la del secreto profesional de los abogados.

	Nueva Escocia

Ley de Servicios a la Infancia y a las Familias (CFSA, en sus siglas en inglés), 1990
	Edad hasta la que rige la protección – Menores de 16 años

Disposiciones de ampliación de la protección – 21 años
	Denuncia obligatoria.  Posibilidad de multa de hasta 2.000 $ y/o pena de prisión de hasta 6 meses.  Si el implicado es un profesional o un funcionario, el incumplimiento se castiga con multa de hasta 5.000 $ y/o pena de prisión de hasta 1 año.


	Nuevo Brunswick

Ley de Servicios a la Familia, S.N.B. 1980, c. F-2.2
	Edad hasta la que rige la protección – 16 años, o menores de 19 años cuando son personas incapacitadas 

Disposiciones de ampliación de la protección – Pasados los 19 años
	Denuncia obligatoria en casos de malos tratos, cuando la edad del menor sea inferior a los 16 años.  Los profesionales que lo incumplan pueden ser castigados con multa de hasta 7.500 $ o pena de prisión de hasta 90 días.

	Quebec

Ley de Protección de la Juventud. R.S.Q. c. P-34.1
	Edad hasta la que rige la protección – 18 años

Disposiciones de ampliación de la protección – 21 años
	Denuncia obligatoria cuando se trate de profesionales, empleados de una institución, profesores o policías que en el ejercicio de sus funciones tienen razones para creer que se están produciendo malos tratos.  El incumplimiento puede acarrear una multa mínima de 250 $ y máxima de 25.000 $ y/o puede ser considerado delito.

	Ontario

Ley de Servicios a la Infancia y a la Familia
	Edad hasta la que rige la protección – 16 años

Disposiciones de ampliación de la protección – 21 años, solamente en el caso de los pupilos del Estado
	Denuncia obligatoria.  Un profesional que se niegue a hacerlo puede ser castigado con multa de hasta 1.000 $.

	Manitoba

Ley de Servicios a la Infancia y a la Familia
	Edad hasta la que rige la protección – 18 años

Disposiciones de ampliación de la protección – 20 años
	Denuncia obligatoria.  El incumplimiento puede ser constitutivo de un delito punible mediante condena en juicio sumario, con multa de hasta 500 $ y/o pena de prisión de hasta seis meses.

	Saskatchewan

Ley de Servicios a la Infancia y a la Familia (CFSA, en sus siglas en inglés)
	Edad hasta la que rige la protección – Persona soltera menor de 16 años

Disposiciones de ampliación de la protección – 21 años en caso de pupilos perpetuos o acuerdo a largo plazo
	Denuncia obligatoria.  El incumplimiento del deber de denuncia es punible de una pena de prisión de hasta 24 meses y/o una multa máxima de hasta 25.000 $.

	Alberta

Ley de Protección de la Infancia (CWA, en sus siglas en inglés)
	Edad hasta la que rige la protección – 18 años

Disposiciones de ampliación de la protección – 20 años
	Denuncia obligatoria.  El incumplimiento es un delito castigado con una multa de hasta 2.000 $ y, si ésta no se paga, pena de prisión de hasta 6 meses.

	Columbia Británica

Ley de Servicios a la Infancia, a la Familia y a la Comunidad
	Edad hasta la que rige la protección – 19 años 


	Una persona que no informa de que un niño necesita protección o que con conocimiento de causa da información falsa comete un delito y puede ser castigado con multa de hasta 10.000 $ y/o pena de prisión de hasta 6 meses.

	Territorios del Noroeste

Ley de Servicios a la Infancia y a la FamiliaTC \l5 "Child and Family Services Act
	Edad hasta la que rige la protección – 16 años

Disposiciones de ampliación de la protección – 19 años
	El incumplimiento puede ser constitutivo de un delito punible, mediante condena en juicio sumario, con multa de hasta 5.000 $ y/o pena de prisión de hasta 6 meses.

	Yukón

Ley de la InfanciaTC \l5 "Children=s Act
	Edad hasta la que rige la protección – 18 años

Disposiciones de ampliación de la protección – 19 años
	Un informe falso o malicioso puede acarrear multa de hasta 5.000 $ y/o pena de prisión de hasta 6 meses.


	Nunavut

Ley de Servicios a la Infancia y a la Familia (CFSA, en sus siglas en inglés)
	Edad hasta la que rige la protección – 16 años

Disposiciones de ampliación de la protección – 19 años
	El incumplimiento puede ser constitutivo de un delito punible, mediante condena en juicio sumario, con multa de hasta 5.000 $ y/o pena de prisión de hasta 6 meses.

	Fuente: Secretaría del Grupo de Trabajo Federal-Provincial-Territorial sobre la Información acerca de los Servicios a la Infancia y a la Familia, 2002 (citado en La Violencia Familiar en Canadá: Perfil Estadístico de 2003)


3. ¿Cuáles son los diversos tipos de familias del país (teniendo en cuenta las diferentes etnias y culturas)? ¿Qué trabajos sobre los derechos del niño se están haciendo basados en esta tipología? 
Hay diversos tipos de familias canadienses.  El censo canadiense define a la familia como: “una pareja casada (con o sin niños de los dos cónyuges o de uno de ellos), una pareja de hecho (con o sin niños de los dos cónyuges o de uno de ellos), o un padre o una madre solo de cualquier estado civil que convive con uno o más hijos.  Una pareja de hecho puede estar constituida por personas del mismo o de diferente sexo.  En una familia censal, los niños son también los nietos que viven con sus abuelos, pero cuyos padres no están presentes".

ADVANCE \d4Hay muchos factores que contribuyen a la diversidad de tipos de familias en Canadá, como los cambios en las actitudes sociales ante el divorcio, reflejados en las enmiendas a la Ley del Divorcio introducidas a finales de los años 1960, el número creciente de parejas de hecho (del mismo o de diferente sexo), y los cambios en la edad de contraer matrimonio, en las pautas de procreación y en la responsabilidad respecto a la educación de los hijos, debidos a la participación mayor de madres y padres en el mercado de trabajo.  Asimismo, ha aumentado el número de familias monoparentales y el número de personas que viven solas, con responsabilidades familiares fuera del hogar.

La legislación canadiense trata a todos los niños igual, con independencia de la forma que adopte su familia o el grupo étnico o cultural al que pertenezca.  La inclusión de disposiciones de protección de la igualdad en la Carta Canadiense de Derechos y Libertades (la Carta) ha conducido a una revisión de la legislación, los reglamentos y las políticas por los gobiernos y empresarios canadienses, con el fin de ampliar la seguridad social y las prestaciones de empleo a las parejas de hecho para que sean iguales a las de las parejas casadas, y ampliar asimismo las obligaciones de las parejas de hecho.  Estos cambios han tenido un impacto directo en los niños.  En 2000, por ejemplo, el Gobierno de Canadá actuó para conseguir la igualdad de trato en 68 leyes federales para los integrantes de parejas de hecho de diferente y del mismo sexo, promulgando la Ley de Modernización de Ventajas y Obligaciones.  Esta ley garantiza a las personas que han contraído un compromiso de pareja y a sus hijos un tratamiento igual al de las personas casadas y sus hijos, en relación con las ventajas y obligaciones federales.  Además, en aplicación de esta Ley, se eliminaron todas las referencias y distinciones a propósito de “hijos ilegítimos” o “hijos nacidos fuera del matrimonio”. 
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Por otro lado, el 1 de octubre de 2004, diversos procesos judiciales amparados en la Carta provocaron el reconocimiento legal del matrimonio civil de parejas del mismo sexo en cinco Provincias y un Territorio.  Además,  el Gobierno de Canadá ha remitido un anteproyecto de ley a la Corte Suprema de Canadá para permitir el matrimonio civil de parejas del mismo sexo, reconociendo al mismo tiempo la libertad de las iglesias y de otras organizaciones religiosas de no celebrar matrimonios que vayan contra sus creencias.  El Gobierno ha manifestado que cuando el Tribunal Supremo haya examinado el anteproyecto de ley y dado su opinión sobre las cuestiones constitucionales indicadas en la consulta, se enviará un proyecto de ley a la Cámara de los Comunes, que será debatido mediante el procedimiento legislativo habitual.

4. Análisis de la relación entre la normativa jurídica vigente prevista en derecho de familia y la doctrina de la protección integral. 
Las leyes federales, provinciales o territoriales del derecho de familia canadiense no utilizan el término "protección integral".  Sin embargo, el principio del “mejor interés del niño” aparece habitualmente en la legislación sobre temas de la infancia.  Como el derecho de familia es un área de competencia constitucional compartida entre el Gobierno de Canadá, diez Provincias y tres Territorios, hay al menos catorce leyes diferentes y catorce disposiciones legislativas distintas sobre custodia de menores y derechos de visita en Canadá.  Todas establecen como principio fundamental y pertinente el “mejor interés del niño”.  Asimismo, alguna legislación y algunos servicios de justicia de familia dan la palabra a los niños en las decisiones que les afectan.
Las Provincias y los Territorios tienen competencia constitucional en los asuntos relacionados con la protección de la infancia.  Estas cuestiones también se rigen por el principio del “mejor interés del niño”.  Desde el inicio del siglo XX, las Provincias y los Territorios han elaborado su propia legislación de protección de la infancia.  En algunos de estos ámbitos de gobierno, la protección la gestionan los Gobiernos provinciales y territoriales; en otros, los servicios de protección se confían a las asociaciones locales de ayuda a la infancia.
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5.  ¿Cómo ha sido la evolución de la violencia intrafamiliar en el país y qué magnitud tiene la misma actualmente? De no disponer de datos estadísticos, se sugiere utilizar información indirecta para establecer dicha magnitud.  

En Canadá, como en muchos otros países de todo el mundo, la incidencia de la violencia intrafamiliar es una preocupación creciente.  El Estudio canadiense de la incidencia de casos denunciados de malos tratos y negligencia con los niños (1998) fue el primer estudio nacional sobre casos denunciados a los servicios de protección de la infancia de Canadá e investigados por esos mismos servicios.  El estudio estimó que en 1998 se habían realizado en Canadá 135.573 investigaciones sobre maltrato a niños.  Esto significa una tasa de incidencia anual de 21,52 investigaciones por 1.000 niños.  Los asistentes sociales encargados de las investigaciones confirmaron casi la mitad de todos esos incidentes.  La inmensa mayoría (93%) de los autores presuntos en los casos probados eran miembros de la familia u otras personas relacionadas con el niño víctima. 

El Perfil estadístico de la violencia familiar en Canadá, elaborado por el Centro Canadiense de Estadística Jurídica, es un informe anual que ofrece los datos más actuales relativos a la naturaleza y magnitud de la violencia familiar en Canadá.  La Violencia Familiar en Canadá: Perfil Estadístico de 2004, fue el séptimo de esos informes anuales.  Entre las conclusiones presentadas están las siguientes:

· En 2002, los niños y jóvenes menores de 18 años representaban el 23% de la población canadiense y el 24% de todas las víctimas de agresiones sexuales y físicas denunciadas a los servicios policiales.

· En 2002, la cuarta parte de las agresiones contra niños y jóvenes las protagonizaron miembros de la familia.  Las chicas sufrieron más agresiones de miembros de la familia que los chicos ( 31% y 19% respectivamente).

· Los padres fueron responsables de la mayoría  de las agresiones físicas y sexuales en el entorno familiar sufridas por niños y jóvenes (69% y 43% respectivamente).

· En cuanto a los homicidios en el ámbito familiar, la tasa de homicidios más alta entre los niños y jóvenes afectados corresponde a los niños de menos de un año de edad.

El Gobierno de Canadá se ha comprometido a reducir la violencia intrafamiliar en el país.  La Iniciativa de Lucha contra la Violencia Familiar, cuya primera fase se inició en 1988, refleja este compromiso de resolver un problema social que tiene una multitud de dimensiones sociales, judiciales y sanitarias.  La Iniciativa pretende fomentar la colaboración, crear alianzas y facilitar oportunidades para sumarse a la actuación canadiense sobre el tema.  Desde 1996, la Iniciativa ha supuesto un compromiso continuo, facilitando una financiación anual de 7 millones de dólares, repartida entre siete departamentos federales, para compensar los gastos realizados a partir de sus presupuestos corrientes y de los de otros departamentos, organismos y empresas estatales para tratar el problema.  Esta asignación
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anual adicional de 7 millones de dólares se utiliza para coordinar la Iniciativa de Lucha contra la Violencia Familiar, recopilar datos nacionales, solucionar las carencias detectadas y mantener el Centro Nacional de Intercambio de Información sobre Violencia Familiar, que es un centro de recursos nacional que recopila, produce y difunde información sobre la violencia intrafamiliar.

Para obtener más información sobre la Iniciativa y sobre el Centro Nacional de Intercambio de Información sobre Violencia Familiar, véase el sitio Web del Centro: (http://www.hc‑sc.gc.ca/nc-cn).

Programas de los Gobiernos provinciales y territoriales para la prevención de la violencia familiar 

Recientemente, los ministros federal, provinciales y territoriales responsables de la condición de la mujer finalizaron su 23ª reunión anual, en la que se prestó una atención prioritaria a la prevención de la violencia en el caso de las mujeres indígenas.  Para mejorar la situación de las mujeres indígenas, los ministros acordaron emprender actuaciones gubernamentales conjuntas y separadas en relación con el acceso a los programas y servicios, la educación y la concienciación públicas, el refuerzo de capacidades y la mejora de las políticas, en consonancia con sus prioridades y necesidades respectivas.

Asimismo, las provincias y los territorios han elaborado políticas y programas para tratar la violencia contra los niños.  Entre las iniciativas tomadas a escala provincial y territorial pueden citarse las siguientes:

· Producción de un documento público, destinado principalmente a las mujeres y los niños, que promociona las medidas específicas de los departamentos gubernamentales contra las agresiones sexuales y expone temas de prevención, detección e intervención.

· Implementación de un marco de actuación contra la violencia familiar, concebido para mejorar la respuesta del sistema judicial provincial a las víctimas de violencia conyugal.

· Puesta en obra, a escala provincial, de una iniciativa multidepartamental de prevención de la violencia de una duración de cinco años, que refleja la asociación gubernamental-comunitaria para encontrar soluciones a largo plazo al problema de la violencia contra ciertas categorías de personas con más riesgo: mujeres, niños, ancianos y otras personas vulnerables que son víctimas de la violencia a causa de su raza, etnia, orientación sexual o incapacidad.

· Inicio de un proceso interdepartamental coordinado para actualizar los protocolos de actuación aplicables a la violencia contra las mujeres, con un vínculo explícito con la violencia contra los niños.
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· Implementación de un marco de actuación provincial, resultado de meses de consultas a escala provincial, y que debe establecer la orientación, echar las bases y describir los componentes básicos de un enfoque detallado sobre la violencia intrafamiliar y la intimidación.

Cuestiones de actualidad – Las consecuencias de ser testigo de la violencia

Durante la pasada década, ha habido una preocupación creciente sobre el efecto que produce en los niños estar expuestos a la violencia dentro de la familia.  Los resultados de una investigación reciente han provocado que este tema tenga cada vez más peso en la elaboración actual de las políticas contra la violencia intrafamiliar.  Varias investigaciones realizadas en América del Norte sugieren que los bebés, niños, adolescentes y adultos expuestos a la violencia familiar pueden padecer una serie de afecciones del comportamiento, físicas y sicológicas, tanto a corto como a largo plazo.

Algunas de esas afecciones pueden ser: trastornos de hiperactividad con déficit de atención, problemas emocionales, dificultades académicas, consumo de drogas, trastornos alimenticios, trastornos psiquiátricos y suicidio.  Otro trabajo reciente sugiere también la existencia de una posible relación entre desarrollo cerebral y malos tratos durante la infancia.  Los niños traumatizados crónicamente pueden tener trastornos de la atención, del sueño y del humor.  Las perturbaciones en el desarrollo cerebral pueden estar asociadas con retrasos en el desarrollo tales como deficiencias motoras, del lenguaje, sociales e intelectuales.

6. ¿Cuál es el marco reglamentario en vigor para regular el funcionamiento de los medios de comunicación cuando están en cuestión los derechos del niño (imágenes de niños presuntamente infractores, código ético para comunicadores sociales, etc.)?

En lo que se refiere a las infracciones penales, la Ley sobre el Sistema de Justicia Penal para Adolescentes dispone que "nadie podrá publicar el nombre de un adolescente, o cualquier otra información relacionada con un adolescente, si ello pudiera identificarlo como un adolescente procesado en el marco de esta Ley".  Hay algunas excepciones a esta regla. Por ejemplo:

·  Si se impone al adolescente una pena aplicable a los adultos.

· Por mandato judicial, si se pide una pena aplicable a los adultos pero se impone una pena para adolescentes, en el curso de la administración de la justicia, cuando el objetivo no es hacer pública la información.

· En el curso de la administración de la justicia, cuando el objetivo no es hacer pública la información.

· Cuando el joven, después de haber cumplido dieciocho años de edad, decide publicar o hacer que se publique información que le identifique, siempre que en ese momento no esté encarcelado.

· Cuando lo solicite un agente de la fuerza pública, y durante un tiempo limitado, si hay razones para creer que el joven es un peligro para otros y la publicación es necesaria para detenerlo.

En lo que se refiere a los menores víctimas de la delincuencia juvenil, la LSJPA establece que "nadie podrá publicar el nombre de un niño o de un adolescente, o cualquier otra información... si ello identificara al niño o al adolescente como víctima o testigo”.  El niño que haya sido víctima o testigo puede publicar o hacer que se publique la información una vez que haya cumplido los 18 años, o antes, si el padre o la madre le autorizan, o bien si sus padres han fallecido.  Un niño o un adolescente también puede solicitar a los tribunales la autorización de publicar.

La nueva legislación propuesta a la que se hacía alusión en la respuesta n.º 2, junto con la Estrategia nacional para proteger a los niños contra la explotación en Internet, facilitan un marco exhaustivo destinado a apoyar los esfuerzos canadienses en la aplicación de la ley, para combatir la explotación sexual de los niños.  Entre otros programas del Gobierno de Canadá relacionados con el funcionamiento de los medios de comunicación cabe destacar la Estrategia canadiense para promover un uso seguro, prudente y responsable de Internet (“Cyberwise Strategy”), que comenzó en febrero de 2001.  La Estrategia la preparó e implementó el Ministerio de Industria de Canadá, en colaboración con el Ministerio de Justicia, el Procurador General, el Ministerio del Patrimonio Cultural y la Asociación Canadiense de Proveedores de Internet.

Las cinco prioridades de la Estrategia son:

· Apoyar iniciativas que eduquen y refuercen la autonomía de los usuarios.

·  Promover una autorreglamentación eficaz de la industria.

· Reforzar las medidas de aplicación de las leyes en el ciberespacio.

· Implementar sistemas de asistencia telefónica y de presentación de denuncias.
· Fomentar las consultas entre los sectores público y privado, así como con sus homólogos de otros países.
Formando parte de la Estrategia, se encargaron tres estudios importantes que examinaron las percepciones que tienen los padres de Internet, incluyendo sus ventajas y riesgos, y que investigaron los hábitos de utilización de Internet por parte de los jóvenes, comprendiendo su exposición a material pornográfico y xenófobo.
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Previamente, en septiembre de 2000, los ministros federal, provinciales y territoriales canadienses responsables de Justicia pidieron a los funcionarios que examinaran el tema de la violencia en los videojuegos y en los medios de información.  Las recomendaciones finales del Grupo de Trabajo federal-provincial-territorial (mayo de 2002) trataron y promovieron los siguientes temas:

· Autorreglamentación de los distribuidores al por menor de videojuegos (en los ámbitos provincial y territorial).

· Enfoques intersectoriales para la clasificación de los videojuegos (en los ámbitos provincial y territorial).

· Iniciativas dirigidas a la educación y a la toma de conciencia.

· Investigación continua conexa en colaboración con otras partes interesadas.

Este examen complementó la tarea realizada por el Grupo de Trabajo federal-provincial-territorial sobre los contenidos ofensivos en Internet, creado en diciembre de 1997 por los ministros federal, provinciales y territoriales responsables de Justicia.  Este informe final del Grupo de Trabajo, emitido en marzo de 2001, incluyó recomendaciones para conseguir un enfoque integrado que permitiera encargarse de los contenidos ilegales y ofensivos en Internet, combinando la aplicación eficaz de la ley, la educación y la toma de conciencia, y estableciendo e incrementando la cooperación con la industria.

Las conclusiones y recomendaciones de esos grupos de trabajo informan los correspondientes esfuerzos continuos de todos los ámbitos de gobierno.

